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12. Por providencia de 23 de julio de 1990, se acordó señalar para
deliberación y votación de esta Sentencia el día 1 de octubre del
mismo año.

11. Fundamentos Jurídicos

l. El presente recurso de amparo se dirige frente a la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo, que confirmó en suplicación la dictada por
Magistratura, y se fundamenta en una presunta violación del derecho a
la igualdad que proclama el arto 14 de la C.E. Dicha violación se habría
producido. según se alega en el escrito de demanda, por la discrimina~
ción que. las recurrentes, trabajadoras de la Compañia Telefónica
Nacional de España, consideran haber padecido respecto a las funciona­
rias de la Seguridad Social, pues mientras Que a éstas la Orden del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 28 de agosto de 1982 les
reconoció su derecho a que el período en que permanecieron en
situación de excedencia por matrimonio les fuera computado a efectos
de antigüedad, premios de constancia y as~ensos: a~u.el de~echo les ha
sido denegado a las actoras por las resolUCIOnes )UdICIales Impugnadas
en el presente proceso, sin que, a su juicio, eXIsta elemento o factor
diferenciador de suficiente relevancia entre las mujeres que tuvieron que
dejar su puesto de trabajo por excedencia forzosa por matrimonio y que
prestaban sus servicios en la Seguridad Social y las que los prestaban en
la Compañia Telefónica Nacional de España.

Tanto Magistratura de Trabajo como el Tribunal Central de Trabajo,
al confirmar la Sentencia de instancia, desestimaron la demanda por
carecer de cobertura normativa la pretensión deducida por las actoras,
eso es. por la ausencia de una normativa similar a la prevista para las
funcionarias de la Seguridad Social, máxime cuando la Reglamentación
Nacional de Trabajo de la Compañía Telefónica Nacional de España
(an. 107) expresamente excluye a todos los efectos el cómputo del
tiempo pasado en situación de excedencia forzosa.

2. El derecho de igualdad ante la Ley, que las recurrentes conside­
ran lesionado."impone al legislador y a qUIenes aplican la ley, como este
Tribunal Constitucional ha señalado en numerosas resoluciones (entre
otras, STC 114/1987), la. obli~ció~ d~ .dispen~r un mismo trat~ ,a
quienes se encuentran en sItuacIOneSjundICas eqUIparables, con prohibI­
ción tIe toda discriminación o desigualdad de trato que, desde el punto
de vista de la finalidad de la norma cuestionada, carezca de justificación
objetiva y razonable. Ahora bien, la igualdad ante la Ley que así
prescribe el arto 14 C.E no puede ser, sin embargo, invocada, como
dijimos en el ATC 743/1987, «cuando se está ante personas o ante
g,rupos personales que se rigen por reglas diversas, ya que si el ré~men
Jurídico no es común, tampoco será reconocible la aplicación deslgua1i­
laria de la Ley ni resultará correcta, en suma, la identificación del
término de referencia llevada a cabo por quienes se pretenden discrimi­
nados sólo porque no se les haya aplicado una regla jurídica, o una
resolución dictada en su virtud que no les tuvo a ellos como destinata­
rios». De manera que sólo acreditándose una semejanza sustancial por
quienes están sometidos a un mismo ré,&imenjurídico podría entenderse
que el trato diferencial carente de una justificación objetiva y razonable
sería discriminatorio.

Saja Segunda. Sentencia 149/1990, de 1 de octubre.
Recurso de amparo 2.412/1989: Contra Resolución de la
Mesa del Parlamento de las Islas Baleares Por la que se
acordó renovar la credencial de Senador en representación
de la Comunidad Autónoma ·al Diputado seflor Quetglds.
Supuesta vulneración del prinápio de igualdad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, -ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la" siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.412/1989. promovido por don
Carlos Ricci Ferrer, Diputado del Parlamento de las Islas Baleares,
representado por el Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja
García y dirigido por el Abogado don Santiago Muñoz Machado, t.:ontra
la Resolución de la Mesa del citado Parlamento de 8 de noviembre de
1989 por la que se acordó renovar la credencial de Senador en
repre'seDtación de la Comunidad Autónoma a don Francisco Quetglás
Rosanes, y contra la Resolución de la Mesa de la Cámara de 14 de
noviembre de 1989, por la que se desestimó la solicitud de reconsidera~

ción del Acuerdo anterior.
Ha sido pane el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado don

Francisco Rubio L1orente, quien expresa el parecer de la Sala.

3. De las consideraciones expuestas resulta, como ya hemos dicho
en el ATe 656/1985, en relación a la misma cuestión ahora planteada,
que no existe vulneración del principio de igualdad ante la Ley por el
hecho de que a las trabajadoras de la Compañia Telefónica NaCIOnal de
España, ante la ausencia de una normativa que amparase su pretensión,
no les haya sido reconocido el derecho a que se les compute, a efectos
de antigüedad. premio de constancia, ascensos y derechos pasivos, el
tiempo que permanecieron en situación de excedencia forzosa por ra~6n
del matrimonio y que el citado derecho, sin embargo, sí le haya SIdo
reconocido a las funcionarias de la Seguridad Social por la Orden del
Minsiterio de Trabajo y Seguridad Social de 28 de agosto de 1982; pues
esta Orden no puede ser identificada como un tenium comparationis
que sirva de parámetro de igualdad constitucionalmente admisible, ya
que tiene romo destinatarias, exclusivamente, a las funcionarias de la
Seguridad Social, lo que supone una condición y status administrativo
claramente diferenciado de la condición de trabajador de la Compañía
Telefónica Nacional de España. No pueden utilizarse_ambas situaciones
como términos a comparar e igualar, pues no se--pú'eae dar carácter
general y prevalente a unas normas singulares dictadas para un grupo de
personas al servicio de unos determinados Entes públicos frente a
quienes no gozan de esta condición y se rigen por otra normativa
diferente. Se trata de situaciones personales enmarcadas en situaciones
jurídicas diferenciadas que actúan unas entre la Administración y el
personal a su servicio y otras entre el empresario y el trabajador, y están
sometidas, respectivamente, al Derecho público y al Derecho privado,
con ámbitos, en definitiva, heterogéneos y tratamientos singulares y
distintos por su misma naturaleza; lo que impide establecer entre ellos
un igualitarismo, jurídico sobre un detenn.inado punt,?, ignorando !as
diferencias y deSIgualdades que en sus amphas y complejas configuraclO­
nes jurídicas existen.

Por todo ello. no cabe tachar de discriminatoria o 'contraria al
principio de igualdad la diferencia de trato que aducen las aetoras, al ser
claramente distintas las situaciones que se comparan, lo que conduce
derechamente a la desestimación del recurso.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LA CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESP~ÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la representación procesal de doña
Victoria Iglesias García y las otras 67 recurrentes ya citadas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid,' a uno de octubre _de mil novecientos
noventa.-Francisco Rubio Dorente. Eugenio Díaz Eimil. Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer. José Luis de los Mozos y de los Mozos.
Alvaro Rodríguez Bereijo. José Gabaldón López.-Finnados y rubrica­
dos.

I. Antecedentes

l. Don Isacio Calleja García, Procurador de los Tribunales, en
nombre y representación de don Carlos RicciFerrer, Diputado del
Parlamento de las Islas Baleares, mediante,escrito que tuvo entrada en
este Tribunal el día 4 de diciembre de 1989 interpuso recurso de
amparo contra'la Resolución de la Mesa del citado'Parlamento de 8de
noviembre de 1989, por la que se acordó renovar la credencial como
Senador en representación· de la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares a don Francisco Quetglás Rosanes, y contra la Resolución de
la Mesa de la Cámara de 14 de noviembre de 1989, por la que se
desestimó la solicitud de reconsideración del acuerdo anterior.

2. La demanda se funda, en resumen, en los siguientes héchos.:

a) Disueltas las Cortes Generales por Real Decreto 1047/1989,
de 1 de septiembre, y celebradas las elecciones el día 29 c;Ie octubre de
1989, la Mesa oel Parlamento de las Islas Baleares, en sesión celebrada
el día 8 de noviembre del citado año, acordó renovar la credencial como
Senador en representación de la Comunidad Autónoma a don Francisco
Quetglás Rosanes, quien fue designado por el. Pleno de la Cámara en
sesión celebrada el día 21 de julio de 1987.

b) Contra la citada Resolución formuló el recurrente en amparo.
solicitud de reconsideración ante la Mesa de la Cámara. que fue
desestimada por Acuerdo de 14 de noviembre de 1989, en base a que
aquella Resolución no estaba incluida en los núms. 4 y 5 del arto 30.1
del Reglamento del Parlamento, a los cuales se refi~re la solicitud de
reconsideración contra los acuerdos de la Mesa prevista en el arto 30.2
del Regiamento.

3. La 'parte recurrente considera que las Resoluciones impugnada~

constituyen una flagrante infracción de las normas reguladoras del

o',



BüE número 254. Suplemento Martes 23 octubre 1990 37

procedimiento de designación de Senadores en representación de la
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, en concreto de los arts. 28.1
y 181.5, respectivamente, del Estatuto de Autonomía y del Reglamento
del Parlamento, y que, asimismo, vulneran los derechos fundamentales
enunciados en los arts. 23.2 y 14 de la C.E.

a) Por lo que a)a primera de las alegaciones se refiere -la infracción
de las normas reguladoras de la designación de Senadores en representa­
ción de la Comunidad Autónoma-, sostiene el recurrente, tras analizar
la normativa autonómica y la jurisprudencia constitucional' en la
materia, que de la lectura del arto 28.1 del Estatuto de Autonomía para
las Islas Baleares resulta que, en primer lugar, la competencia para
proceder a la designación del Senador corresponde al Pleno del
Parlamento; en segundo lugar, sólo son elegibles y electores quienes
ostenten la condición· de Diputados regionales; en tercer lugar, los
Senadores designados cesan, entre otras causas, por las previstas en la
C.E. y. en particular, por la disolución del Senado (art. 69.6 C.E.), y por
último, el ordenamiento balear no vincula la duración del mandato del
Senador designado al de la Asamblea designante, de modo que con­
cluido el mandato del Senado antes que el del Parlamento de la
Comunidad Autónoma ésta no puede seguir representada por el mismo
Senador, salvo que se le ratifique en una nueva designación. Por ello, la
Resolución de la Mesa del Parlamento por la que se renovó la credencial
de Senador a don Francisco Quetglás Rosanes -cuyo mandato había
concluido con la disolución del Senado-, sin Que por el Pleno de la
Cámara se hubiera procedido a una nueva designación. vulnera las
normas reguladoras de ésta por haber ejercitado la Mesa funciones que
por su naturaleza el Estatuto de Autonomía reserva al Pleno, ÚntCO
titular de las competencias Que el Estatuto le atribuye, entre ellas la de
designar al Senador en representación de la Comunidad Autónoma.

En este sentido, el acuerdo de la Mesa de la Cámara no puede
ampararse en el arto 181.5 del Reglamento del Parlamento -a cuyo tenor
«en el supuesto de que la legislatura del Senado finalizara antes que el

-Parlamento de .las Islas Baleares, la Mesa efectuará la entrega de las
nuevas credenciales para su presentación ante aquél, en el plazo máximo
de quince días desde que se hubiesen celebrado elecciones en el
Senado»-, ,dado que el precepto transcrito no puede interpretarse en el
sentido-- d.e que autorice a la Mesa a renovar el mandato del anterior
Senado designado sin someter esta cuestión al Pleno, ya que el Estatuto
de Autonomía. norma llamada con carácter principal por la Constitu­
ción para regular la designación de Senadores, no establece la prolonga­
ción de los efectos de la designación hasta la conclusión de la legislatura
de la Asamblea designante cuando la del Senado finaliza antes que ésta.
De forma que la designación en tal supuesto debe ser realizada por el
Pleno del Parlamento, debiendo esperar la Mesa de la Cámara a que se
produzca la nueva designación, que podrá ser ratificadora o no de la
anteriormente efectuada, para emitir las nuevas credenciales. Por el
contrario, de interpretar el arto 181,..5 del Reglamento en el sentido de
que faculta a la Mesa a renovar, en el supuesto de cese por disolución
del Senado, la: credencial de Senador del anteriormente designado sin
que por el Pleno de la Cámara se proceda a una nueva designación,
habría que entender inconstitucional el citado precepto reglamentario
por conferir a la Mesa del Parlamento una facultad -la de designar
'Senador en representación de la Comunidad Autónoma- que el,Estatuto
de Autonomía reserva al Pleno de la Cámara y por no ser el Reglamento
la sede normativa adecuada para establecer la vinculación del -mandato
del Senador designado a la duración de la legislatura de la Asamblea
designante.

b) Asimismo, se sostiene en la demanda de amparo que la
Resolución por la que la Mesa del Parlamento de las Islas Baleares
renovó la credencial del Senador designado en repre~entación de la
Comunidad Autónoma para la legislatura anterior del Senado lesiona el
derecho constitucional a acceder en condiciones de igualdad a· las
funciones y cargos públicos consa$f3:do en el arto 23.2 C.E. Dos son los
razonamientos que, con cita de la Jurisprudencia de este Tribunal, sirven

- de fundamento a tal alegato.
En primer Jugar, en cuanto eJ derecho a acceder a cargos públicos

implica también el derecho a mantenerse en ellos y desempeñarlos de
acuerdo coI!' lo previsto en la Ley, que no podrá regular el ejercicio ·<le
los cargos representativos en términos tales Que vacíe de contenido la
función que han de desempeñar o se estorbe o dificulte mediante
obstáculos artificiales o se coloque a ciertos representantes en condicio­
nes inferiores a otros, las Resoluciones 'impugnadas vulneran, a su
entender, el citado derecho fundamental al haber asumido la Mesa del
Parlamento, en virtud de la interpretación que ha hecho del arto 181.5
del Reglamento, facultades reservadas al Pleno de la Cámara, con lo Que,
dado el distinto régimen de composición de uno y otro órgano, se ha
hurtado a las minorías, no presentes en aquel órgano, la posibilidad de
participar en el ejercicio de las competencias que titula el Pleno del
Parlamento, a cuyo desempeño tienen derecho en tanto Que miembros
del citado órgano. En segundo lugar, dado que se trata de un derecho de
configuración legal y dado que de la C.E. y del Estatuto de Autonomía
de las Islas Baleares resulta que en el proceso de designación del Senador
en representación de la Comunidad Autónoma los miembros del
Parlamento regional gozan de la cualidad de electores y elegibles,

derechos que forman parte de su status, el acuerdo de la Mesa de la
Cámara vulnera el arto 23.2 de la c.E., al impedir la participación, en su
condición de electores y elegibles, de los parlamentarios regionales, y,
obviamente, del recurrente, en el proceso de designación del Senador
representante de la Comunidad Autónoma. Infracción que se materia­
liza en el presente supuesto en la medida en que se señala en la demanda
«el partido al que penenece el recurrente tenía prácticamente ultimado
un acuerdo con el grupo mayoritario de la Cámara, acuerdo· que
comprendía el apoyo de este último a la candidatura como Senador
designado de mi poderdante».

c) Además, la citada Resolución vulnera el derecho a la igualdad en
la aplicación de la Ley, recogido en el arto 14 de la C.E., al haberse
apartado la Mesa del Parlamento de forma no razonada ni razonable del
precedente de la Cámara en la materia con ocasión de la disolución de
las Cortes Generales en el año 1986,. pues entonces la Mesa del
Parlamento estimó Que el arto 181.5 del Reglamento no le autorizaba a
renovar la credencial d~lanterior Senador, por lo .que se procedió a
realizar una nueva designación en la sesión plenaria correspondiente, en
la Que resultó elegido Senador un Diputado distinto al que hasta
entonces había ocupado el cargo. Por el contrario, en el presente
supuesto la Mesa del Parlamento renovó la credencial del Senador que
había sido designado para la anterior le$islatura del Senado sin que por
el Pleno de la Cámara se hubiera procedido a una nueva designación. En
la identidad de uno y otro supuesto y en el hecho de que las soluciones
dadas por la Mesa hayan sido radicalmente distintas en ambos, sin Que
tal cambio de criterio haya sido motivado o amparado en razón que lo
justificara, fundamenta el recurrente la infracción por el acuerdo de la
Mesa del Parlamento de las Islas Baleares del derecho a la igualdad en
aplicación de la Ley.

d) Como pretensión de amparo solicitó el recurrente se declarase la
nulidad de las Resoluciones impugnadas y la de la credencial expedida
en favor de don Francisco Quetglás Rosanes; se reconociese su derecho,
como Diputado del Parlamento de las Islas Baleares, a participar como
elector y elegible en el procedimiento de designación de Senador en
representación de la Comunidad Autónoma, y, finalmente, se acordasen
cuantas medidas fueran necesarias para el pleno restablecimiento del
recurrente en los derechos constitucionales violados. De acuerdo con lo
dispuesto en el arto 56 de la LOTC, solicitó también la suspensión de la
ejecución de las Resoluciones impugnadas por ocasionar su ejecución
perjuicios de imposible o dificil reparación que harían perder al amparo
su finalidad.

4. la Sección Tercera de la Sala Segunda del Tribunal, por
providencia de 26 de febrero de 1990, acordó, de confonnidad con lo
"dispuesto en el arto 50.3 de la LOTC, otorgar un plazo común de diez
días al solicitante de amparo y al Ministerio Fiscal para que fonnularan
las alegaciones Que estimaran oportunas, por cuanto la demanda pudiera
carecer manifiestamente de contenido que justificase una decisión sobre
el fondo de la misma por parte de este Tribunal.

5. El Ministerio Fiscal, 'en su escrito de alegaciones de 9 de marzo
de 1990, sostiene, en base a la doctrina de este Tribunal acerca del
alcance del recurso de amparo en relación a los interna corporis acta, que
las Resoluciones impugnadas no pueden ser objeto de revisión en esta
sede constitucional, pues, al no alegar el recurrente realmente su derecho
al cargo de Senador y al haber panicipado ya en la anterior designación,
el problema que se suscita queda limItado a una mera inter:pretación del
Reglamento del Parlamento, respecto a si el ano 181.5 autonza a la Mesa
a renovar la credencial del anterior Senador o, por el contrario, es
preciso realizar una nueva designación en sesión plenaria, y que como
tal Queda fuera de un control jurisdi.~ionaL A;simismo, con~id~ra que
tampOco puede ser.aceptada la alegaclOD de deSIgualdad en la aplicaCIón
de la Ley, ya que, dejando a un lado si es de aplicación a los actos
parlamentarios la doctrina elaborada por el Tribunal Constitucional
sobre la igualdad en. la aplicación judicial del derecho, hay una
·diferencia entre el término de comparación que se trae a colación -no
acreditado de modo suficiente- y el presente supuesto, pues'"en aquel
caso, tras la disolución de las· Cortes Generales en el año 1986, se
procedió a designar a _otro Senador, no, como ocurre en este supuesto,
a confirmarlo. La necesidad de que la nueva designación se hiciera por
el Pleno y no obviamente por la Mesa nos pone de relieve que el caso
entonces resuelto bien poco tiene que ver con el presente. COnclu¡;ó
interesando, en consecuencia, la inadmisión del recurso por fa ta
manifiesta de contenido constitucional con arreglo a lo dispuesto en el
ano 50.1. ej. de la LOTe.

6. La representación procesal del recurrente en su escrito de
alegaciones de 19 de marzo de 1990, tras referirse a la falta de
motivación de la providencia de este Tribunal Constitucional en la que
Se ponía de manifiesto la posible carencia de contenido constitucional de
la demanda de amparo en orden a dar debido cumplimiento al trámite
de alegaciones abierto, considera, reiterando la argumentación ya
expuesta en el escrito de interposición del recurso, Que la demanda no
carece de contenido constitucional, pues se dirige frente a Resoluc-iones
de la Mesa del Parlamento de las Islas Baleares perfectamente residen~

ciables ante esta jurisdicción constitucional en cuanto lesivas del
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derecho constitucional a acceder en condiCIones de igualdad a las
funciones y cargos públicos consagrado en el art. 23.2 C.E., por impedir
la panicipación. en su condición de electores y elegibles, de los
parlamentarios regionales y. obviamente. del recurrente en amparo, en
el procedimiento de designación del Senador representante de la
Comunidad Autónoma una vez extinguido por disolución del Senado el
mandato del anterior Senador. sin Que la Mesa de la Cámara pueda
sustituir al Pleno en el ejercicio de sus facultades y sin que el
Reglamento parlamentario. en tanto que normalimitada a la regulación
de la organización y funcionamiento de la Cámara y al status de sus
miembros. sea la sede normativa adecuada para poder vincular el­
mandato del Senador designado. en caso de disolución del Senado, a la
duración del mandato de la Asamblea designante, al deducirse del
ano 28.1 del Estatuto de Autonomia el cese del Senador designado por
disolución del Senado. En consecuencia. solicitó se acordase la admiSión
a trámite de la demanda de amparo.

7. Por providencia de 26 de marzó -de 1990, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda de amparo formulada por don Carlos
Ricci Ferrer. y tener por personado y pane en su nombre y representa­
ción al Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja García, asi como
dirigir comunicación al Parlamento de las Islas Baleares interesando la
remisión de cenificación o fotocopia debidamente adverada de las
actuaciones correspondientes al expediente administrativo tramitado
como consecuencia del escrito presentado por el demandante de amparo
solü:itando la reconsidcración del acuerdo de la Mesa del Parlamento de
8 de noviembre de 1989, por el que se acordó renovar la credencia!
como Senador representante de la Comunidad Autónoma a don
Francisco Quet~ás Rosanes. Asimismo, en la fecha señalada se dirigió
escrito al MagIStrado-Juez Decano de los de Primera Instancia e
Instrucción de Palma de Mallorca a fin de que, por el Juzgado que por
tumo correspondiese. se emplazase v don Francisco Quetglás Rosanes,
Senador representante de la Comunidad Autónoma, para que en el plazo

- de diez días pudiera comparecer. en el expresado recurso de amparo, sin
que. transcurrido el plazo concedido, lo hubiera verificado.

8. Con fecha 23 de abril de 1990, la Sala Segunda del Tribunal dictó
Auto en la· correspondiente pieza separada, acordando no acceder a la
suspensión de la ejecución de las resoluciones de la: Mesa del Parlament<)
de las Islas Baleares impugnadas durante la tramitación del presente
proceso. Por proveído de 5 de julio, la Sección Cuarta acusó recibo de
las actuaciones remitidas por el Parlamento de las Islas Baleares, y
concedió un plazo común de veinte días a la representación procesal del
solicitante de amparo y al Ministerio Fisca1 para que pudieran formular
las alegaciones que estimasen procedentes.

9. El Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, presentado el
día 24 de julio de 1990, sostiene que carece de fundamento aceptable la
alegación de que las resoluciones de la Mesa del Parlamento de Baleares
ímpuvadas han vulnerado el derecho de acceso a cargo público y el
prinCipio de i~ualdad en aplicación de la Ley. Por lo que se refiere al
derecho reCOgIdo en el ano 23.2 de la C.E., la lesión del mismo Que se
aduce no. tiene otro fundamento que la infracción del Reglamento
Parlamentario, en concreto del ano 181.5 del citado cuerpo normativo,

-al considerar el recurrente inadmisible la interpretación y aplicación que
del citado precepto efectuó la Mesa de la Cámara, la cual, al expedir la
renovación de credencial del Senador,. ha invadido competencias reser­
vadas al Pleno e impedido la intetvención de los Diputados, en cuanto
electores y elegibles, en la designación del nuevo Senador. Señala al
respecto el Ministerio Fiscal que el derecho de acceso a cargo público y
a su ejercicio es un derecho de configuración legal, por lo que el ejercicio
del cargo de Diputado habrá de serlo conforme lo previsto en la nonna
reguladora de su actuación que no es otra que el Reglamento Parlamen­
tario, cuyo ano 13.1 dice que «los Diputados tienen el derecho de ejercer
las facuitades y desemj>eflar las funciones que el Reglamento les
atribu)"e», reservando a! Presidente la función de «cumplir y hacer
cumplir el Reglamento interpretándolo en caso de duda» (an. 31.2) y
confiriendo a la Mesa de la Cámara, «órgano de gobierno y gestión del
Parlamento'» (an. 29.1), la adopción «de cuantas decisiones y medidas
requiera la' organización del trabajo y el régimen y gobierno interiores de
la Cámara»- (an. 30.1), asi como las funciones «QlJe le encomiende el
presente Reglamento y las que no estén atribuidas a un 'órgano
específico» (an. 30.7), entre ellas, la entrega de credencial al Senador
designado en el supuesto de que la legislatura del Senado finalizara antes
que la del Parlamento de las Islas Baleares» (an. 181.5). Así pues, la
Mesa entregando las nuevas credenciales actuó dentro de las facultades
que le están asignadas por el Reglamento, efectuando una interpretación
y aplicación del mismo que le son propias, tolerables en Derecho y en
las que es recognoscible el razonar jurídico, por lo que siendo tal
aplicación jurídicamente admisible no cabe su revisión jurisdiccional, ni
puede pretenderse mediante el proceso de amparo que se revisen
criterios intepretativos que se tuvieron en cuenta por el órgano parla­
mentario, pues, como ha señalado este Tribunal en el ATe de 23 de
mayo de 1987 y en la STC 23/1990, si bien en principio cualquier acto
parlamentario sin valor de Ley puede ser susceptible de control por el
Tribunal Constitucional mediante el reCurso de amparo por una
presunta vulneración dc derechos fundamentales, dicha vulneración no

puede basarse en el propio hecho de una posible infracción reglamenta- .
Tia. Es más, abundando en el razonamiento expuesto, considera que la
interpretación que del ano 181.5 del Reglamento hizo la Mesa de la
Cámara. quien se limitó a extender las credenciales que permitan
acreditarse al Senador 'como tal ante la Secretaría General del Senado,
es la que con naturalidad se desprende de una interpretación sistemática
del citado cuerpo normativo, ya que si en el párrafo 4 del ano 181 se
prevé que la Mesa entregue las credenciales iniciales una vez designado
el Senador por la Cámara, cuando en el párrafo siguiente se dice que
efectuará la entrega de las nuevas credenc131es en el supuesto de que la
legislatura del Senado finalizara antes que la del Parlamento, las está
concibiendo como una mera formalidad, esto es, únicamente para
acreditar al nuevo Senado la designación ya existente, por lo que resulta
ilógico que se requiera una nueva votación.

Finalmente en cuanto a la tacha de desi~ualdad que a las resolucio­
nes impugnadas imputa el recurrente, entiende el Ministerio Fiscal,
quien da por reprodu-cido su escrito anterior, Que se trata de una mera
alegación sin prueba alguna o cuanto menos sin- aportar detalles que
permitan apreciar la identidad sustancial del supuesto ofrecido como
término de comparación respecto al caso ahora contemplado y que se ha
actuado de modo diferente en uno y otro supuesto. En consecuencia,
solicitó se dictase Sentencia desestimando el recurso planteaao.

10. Por su pane, la: representación procesal del recurrente presentó
escrito de alegaciones el 4 de septiembre de 1990, en el que se remite y
reproduce cuan~o adujo y solicitó en la propia demanda de amparo.

11. Por providencia de lO de septiembre, se acordó señalar para
deliberación y votación de esta Sentencia el día.l de octubre del año en
curso.

11. Fundamentos jurídicos

l. El presente recurso de amparo, como ha quedado reflejado en los
antecedentes de esta Sentencia, se dirige frente a la ResoluCión de la
Mesa del Parlamento de las Islas Baleares, de 8 de noviembre de t 989,
por la que se acordó renovar la credencial de Senador en representación
de la Comunidad Autónoma, tras la celebración de las elecciones
generales en el año 1989, a don Francisco Quetglás Rosanes, quien había
sido designado por el Pleno de la Cámara al inicio de la legislatura
autonómica, y frente a la resolución de aquel órgano, de 14 de
noviembre de 1989, por la que se acordó desestimar la solicitud de
reconsideración formulada por el hoy demandante de amparo contra el
acuerdo anterior.

Dichas resoluciones, aduce el recurrente. habrían infringido la
normativa autonómica en materia de designación de Senadores, en
concreto los ans. 28.1 y 181, respectivamente, del Estatuto de Autono­
mía (EB) y del Reglamento del Parlamento (RPB), y vulnerado su
derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos
publicos recogido en el ano 23.2 de la C.E., en cuanto la Mesa del
Parlamento, al renovar la credencial de Senador sin que por el PJeno de
la Cámara se hubiera procedido a una nueva designación, ha impedido
la apenura del procedimiento conducente a la designación en esesión
plenaria del Senador representante de la Comunidad Autónoma 'y, en
consecuencia, la panicipación en dichadesignaciÓJ'l del demandante de
amparo como elector y elegible, facultades ambas Que forman pane de
su status de Diputado del Parlamento balear. Asimismo,' habrian
vulnerado el principio de igualdad en aplicación de la Ley que establece
el ano 14 de la C.E., por haberse apartado la Mesa del Parlamento de
forma no razonada ni motivada del precedente de la Cámara en materia
con ocasión de la celebración de las elecciones generales de 1986, pués
entonces, al amparo de la normativa hoy vigente, se procedió a realizar

. una nueva designación por el Pleno de la Cámara, expidiendo la Mesa
la credencial a favor de la persona que resultó designada.

2. Previamente a cualquier,-consideración y con el fin de delimitar
el acto objeto de este recurso, es necesario precisar que aunque la
demanda se dirige tanto contra la resolución de la Mesa del Parlamento
de 8 de noviembre de 1989,_ por la que se renovó la credencial-como
Senador en representación de la Comunidad Autónoma a quien habia
sido designado al inicio de la Je~slatura autonómica, como contra la
posterior resolución de 14 de nOVIembre. del mismo año, que desestimó
la solicitud de reconsideración formulada por el recurrente hoy en
amparo contra aquella resolución, únicamente a ésta última puede
imputarse la lesión de los derechos constitucionales invocados, dado que
contra la Resolución de 8 de noviembre no cabía recurso alguno de
conformidad con las normas internas del Parlamento de las Islas
Baleares. resultandc, en consecuencia, improcedente, como asi se señaló
en la resolución de 14 de noviembre, la solicitud de reconsideración
intentada por el actor al amraro del ano 30.2 del RPB, prevista sólo a
tenor de los nuros. 4.° y 5 del apartado primero de dicho artículo,
contra los Acuerdos de la Mesa de la Cámara de calificación, admisión
a trámite y tramitación de los escritos o documentos de índole
parlamentaria, categoría en la que no es subsumible el acuerdo de
renovación de la credencial del Senador representante de la Comunidad
Autónoma"
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FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por, don Carlos Ricci Ferrer.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a uno de octubre de mil· novecientos
noventa.-Francisco Rubio Uorente.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Finnados y
rubricados.

un acuerdo que de modo explícito:o aún implícito, excepcione para un
caso Concreto la aplicación de la regla general. En todo caso, y esto es
lo que aquí importa, se requiere una iniciativa de la Cámara para
romper la continuidad de la designación origináriamente efectuada.

Al no haber adoptado iniciativa alguna para proceder a la designa­
ción de un nuevo Senador en representación de la Comunidad Autó­
noma Balear, el Parlamento ha ratificado implícitamente la interpreta­
ción del ano 181.5 de su Reglamento hecha por la Mesa y aceptado su
autovinculaci.ón por la designación hecha al comieJ.lZ.o de la legislatura.

No careciendo de fundamento legal la decISIón parlamentaria
impugnada en el presente proceso de amparo, la resolución de la Mesa
del parlamento de las Islas Baleares, por la que se acordó renovar la
credencial de Senador en representación de la Comunidad Autónoma al
Diputado regional que había sido designado al inicio de la legislatura
autonómica, no ha vulnerado por tanto el derecho del recurrente a
acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos publicos
recogido en el arto 23.2 de la C.E. Este derecho fundamental, que
garantiza no sólo el acceso en condiciones de igualdad_alas funciones
y cargos públicos, sino también la permanencia en ellos sin perturbacio­
nes ilegítimas, es un derecho de configuración legal, como de fonna
inequívoca expresa. el último inciso del precepto y, en consecuencia,
compete a la Ley (término que a estos efectos incluye también los
Reglamentos parlamentari?s~ ordenar los derechos r facultades .que
corresponden a los dlstmtos cargos y funCIones publicas
(SSTC 161/1988 y 24/1989, entre otras). En'este sentido, si bien forma
parte del status de Diputado del Parlamento de las Islas Baleares, en las
condiciones que determine el Reglamento de la Cámara, hi facultad de
participar como elector y elegible en la designación del Senador que ha
de representar a la Comunidad Autónoma, la limitación que al ejercicio
de las citadas facultades supuso para el recurrente, y para los demás
Diputados, la resolución impugnada no vulneró el derecho recogido en
el arto 23.2 de la.C.E. por ser esta limitación resultado de lo dispuesto
en una norma con rango de Ley, interpretada de forma que no es
contraria a lo dispuesto en el arto 69.6 de la Constitución y en el arto 28.1
del Estatuto de Autonomía Balear.

5. En cuanto a Ja vulneración del principio de igualdad en
aplicación de la Ley (art. 14 C.E.), aduce el recurrente que la resolución
impugnada se aparta, sin explicación alguna del cambio de criteiro, del
precedente: establecido por la Cámara con ocasión de la disolución de las
Cortes Generales en el año 1986, pues entonces, en circunstancias
idénticas, se procedió por el Pleno del Parlamento balear a designar a un
nuevo Senador, recayendo el nombramiento en un Diputadó distinto al
que hasta entonces había ocupado el cargo.

Aunque presentada como lesión autónoma del principio de igualdad,
esta lesión, de existir se' subsumiría en la vulneración del derecho
fundamental consagrado en el arto 23.2 C.E., de la que ya nos hemos

. ocupado, pues como reiteradamente hemos declarado, siendo este
último derecho una especificación, en lo que toca al acceso y permanen·
cia en los cargos y funciones públicas, del principio general de igualdad.
en supuestos de esta naturaleza el arto 14 sólo puede ser invocado en
cone~ión con alguna de las discriminacio~es.q.ue en él exp1ícitamen~e se
prohIben (STC 119/1990.. fundamento Jundlc6 3.°, con referenCIa a
otras Sentencias anteriores). Dicho en otros términos, la existencia de un
precedente en sentido contrario sólo puede ser argumento para sostener
la infracción del derecho fundamental consagrado por el arto 23.2, si tal
precedente puede considerarse integrado en la Ley que ha de ser aplicada
en condiciones de igualdad para el acceso al cargo o función pública, o
la permanencia en aquél o ésta.

De cuanto acabamos de decir se evidencia, sin embargo, que no es
éste el caso aquí. Aun sin desconocer la trascendencia nomotétlca de los
usos parlamentarios, ni basta un solo precedente (a diferencia, segura­
mente de lo 'que ~ucede en el ámbito de la actividad administrativa) para
considerar establecido un uso que, vincule a la Cámara, ni sobre todo,
puede argüirse que si en un ciso anterior el Parlamento resolvió no
aceptar la limitación que el arto 181.5 de su Reglamento le impone, ha
de prescindir ya en lo sucesivo de esa limitación en todos los casos del
mismo género, ni puede solicitarse en consecuencia de este Tribunal que
condene al Parlamento a explicitar la voluntad que de rbodo:ímplicíto
ya ha manifestado al aceptar sin reacción alguna la decisión de su Mesa.

3. Hechas las anteriores precisiones procede examinar la primera y .
principal cuestión suscitada por el recurrente en la demanda, esto es, la
pretendida vulneración del derecho fundamental reconocido en el
arto 23.2 de la C.E., al haber renovado la Mesa del Parlamento la
credencial de Senador en representación de la Comunidad Autónoma a
favor del desi~nado.~ inicio de la legislatura autonómica -Quien había
cesado por disoluclon del Senado-. SIn que el Pleno de la Cámara
hubiera procedido a UDa nueva designación en ia que el demandante de
amparo, en tanto que Diputado regional, hubiera participado como
elector y elegible.

La Mesa de la Cámara amparó su decisión en el arto 181.5 del RPB,
a cuyo tenor «En el supuesto de que la legislatura del Senado 'finalizara
antes que la del Parlamento de las islas Baleares, la Mesa efctuará la
entrega de las nuevas credenciales para su presentación ante aquél, en
el plazo máximo de quince días desde que se hubiesen celebrado
elecciones en el Senado». Argumenta el recurrente que, conforme el
arto 28.1 del EAB, en conexión con el arto 69.5 de la C.E., el Senador
designado al inicio de la legislatura autonómica cesó COn la disolución
del Senado y que, al no existir precepto legal alguno en el ordenamiento
balear que vincule el mandato del Senador representante de la Comuni­
dad Autónoma a la legislatura autonómica, el Pleno de la Cámara debía
proceder a una nueva designación, que podía recaer o no en el
anteriormente nombrado, debiendo expedir la Mesa la credencial a la
que se refiere el arto 181.5 del RPB tras la designación plenaria.

4. El arto 69.5 de la C.E. remite lo relativo a la «designación» de los
Senadores comunitarios a «lo que establezcan los EstatutoS)}, con la
condición de que aseguren, «en todo caso~>, la adecuada representación
proporcional, confiriéndoles un margen para precisar alguna condición
col1ectada cpn el caráct~r propio de dicha desi~n~ción. Como ya ha
teDldo ocaSIón de maDlfestarel respeto· este Tnbunal Constitucio­
nal (SSTC 40/1981, fundamento jurídico 3.°, y 76/1989, fundamento
jurídico 3.U

), «nada impide que las Comunidades Autónomas puedan
optar, dentro del margen de autonomía a que antes hemos hecho
referencia e independientemente de que sus Senadores deban o no ser
miembros de las respectivas Asambleas legislativas, entre la vinculación
del mandato·senatorial con la legislatura de la Asamblea legislativa o con
la le~isla'tUra del Senado», pues ambas previsiones son perfectamente
admlsíbles y han sido efectivamente puestas en práctica por distintas
Comunidades AUlónomas, unas veces en el Estatuto mismo y otras en
Leyes especiales.

En el caso que nos ocupa, el EB en su arto 28.1, no contempla
expresamente la vinculación' del mandato senatorial a la legislatura del
Parlamento balear, pero tampoco puede ser entendido, como pretende
el demandante de amparo, como explícita exclusión de toda vinculación
entre el mandato del Senador designado y la legislatura autonómica que,
en consecuencia, podrá ser eventualmente establecido por otras normas
de inferior rango aunque, en este caso y como es obvio, sin más fuerza
de obligar que la propia de tales normas.

La previsión estatutaria viene complementada por el arto 181 RPB,
en cuyo apartado quinto, ya transcrito, amparó la Mesa de la Cámara
su acuerdo de renovar la credencial del Senador en representación de la
Comunidad Autónoma a favor de quien había sido designado al inicio

:'Ele la legislatura autonómica, por entender que en el apartado 5.° del
citado artículo se recoge implícitamente el compromiso del Parlanlento
balear de seguir representado por el mismo Senador designado al inicio
de su legislatura cuando el Senado sea disuelto antes del término de ésta.
Esta intepretación de la que-discrepa el recurrente de amparo, resulta
acorde sin embargo con la propia sistemática del precepto. En efecto, el
apartado 4.° del mismo atribuye a la Mesa, con carácter general, «1a
entrega de las correspondientes credenciales al Senador ele~do» y el
apartado siguiente, en el que se contempla el supuesto espec181 de que
la legislatura del Senado finálice antes que la del Parlamento balear,
prevé que la Mesa efectuará la entraga de las nuevas credenciales en el
plazo máximo de quince días desde·que se hubiesen celebrado elecciones
en el Senado. Resulta una interpretación excesivamente literal del
precepto, entender que este último apartado impone únicamente un
límite temporal a la Mesa de la Cámara en el ejercicio de la facultad que,
con carácter general, le confiere el apartado anterior, pues en ambos
casos estamos ante actos debidos de la Mesa de la Cámara, de idéntica
naturaleza y contenido y con idéntica finalidad. Por el contrario, la
lectura conjunta de los mencionados apartados abona la interpretación
que del últImo de ellos efectuó la Mesa de la Cámara, coincidente con
las previsiones de idéntico sentido, pero más afonunada redacción,
contenidas en la legislación de otras Comunidades Autónomas. De
acuerdo con tal interpretación el citado apartado contiene, imp1ícita~
mente, la autovinculación del Parlamento balear, que se obliga así a
mentener la designación efectuada al inido de la legislatura autonómica
cuando la del Senado finalice antes que ésta, de forma que, en tal
supuesto, la Mesa de la Cámara efectuará !a entrega de la nueva
credencial al designado anteriormente como Senador. Es cierto que esta
obligación de la Cámara de mantener, hasta el término de su legislatura,
la designación de Senadores hecha al comienzo de ella, es una obligación
muy débil en cuanto que la propia Cámara puede liberarse de ella, sin
que debamos entrar ahora en la cuestión de si para conseguir este efecto
ha de acudirse a la reforma del RegIamento o basta con la adopción de
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